Cuestionario
Estudio sobre la participación en la vida política y pública de las personas con discapacidad  
Derechos Humanos de las personas con discapacidad: resolución 16/15 del Consejo de Derechos Humanos. 

1. ¿Existe alguna restricción legal al derecho de las personas con discapacidad a votar ya ser elegido? Si es así, ¿cuáles son esas restricciones?

En México, a nivel Constitucional no existe ninguna restricción para que una persona con discapacidad pueda votar y ser elegida, salvo aquellas sujetas a estado de interdicción. 
Al respecto, el artículo 35, incisos I y II de la Constitución de los Estados Unidos Mexicanos señala:

“Artículo 35.- Son prerrogativas del ciudadano:

“I. Votar en las elecciones populares; 

“II. Poder ser votado para todos los cargos de elección popular, y nombrado para cualquier otro empleo o comisión, teniendo las calidades que establezca la ley.”

Por su parte, el artículo 450, fracción II, del Código Civil Federal a la letra dice: 

“Tienen incapacidad natural y legal: Los mayores de edad disminuidos o perturbados en su inteligencia, aunque tengan intervalos lúcidos; y aquellos que padezcan alguna afección originada por enfermedad o deficiencia persistente de carácter físico, psicológico o sensorial, o por la adicción a sustancias tóxicas como el alcohol, los psicotrópicos o los estupefacientes; siempre que debido a la limitación, o a la alteración en la inteligencia que esto les provoque, no puedan gobernarse y obligarse por sí mismos, o manifestar su voluntad por algún medio”. 

Asimismo, el artículo 23 del mismo Código, señala: “La minoría de edad, el estado de interdicción y demás incapacidades establecidas por la ley, son restricciones a la personalidad jurídica que no deben menoscabar la dignidad de la persona ni atentar contra la integridad de la familia; pero los incapaces pueden ejercitar sus derechos o contraer obligaciones por medio de sus representantes”.

A  este respecto, el gobierno de México ha identificado que se requiere de una discusión a fondo que tenga en cuenta las implicaciones y las características estructurales y socioculturales del país respecto a la normativa y práctica vigentes de la figura de interdicción, por lo que se requiere debatir:

a) La construcción de un modelo social de inclusión que garantice el ejercicio de derechos y la plena participación de las personas con discapacidad en el seno de sus comunidades.

b) El reconocimiento pleno de la capacidad jurídica de las personas con discapacidad, incluida la implementación de un modelo de apoyo a la expresión de su voluntad.

2. ¿Cuáles son las medidas adoptadas por su gobierno para garantizar que las personas con discapacidad participen en la vida política y pública?
El gobierno de México ha llevado a cabo diversas estrategias para promover los derechos políticos de las personas con discapacidad y para garantizar la igualdad de oportunidades y la no discriminación durante los procesos electorales federales tales como los que a continuación se mencionan: 
· A partir del proceso electoral del año 2000, en el Distrito Federal se han adoptado acuerdos para garantizar el derecho al voto de las personas con discapacidad.
· El Instituto Federal Electoral (IFE) ha suscrito diferentes acuerdos que han tenido como resultado facilitar la emisión del voto por parte de las personas con discapacidad. Es así como en el 2003 el Consejo General del IFE aprobó un Acuerdo que dispone que todas y todos los funcionarios del servicio profesional, así como las y los consejeros locales y distritales están obligados(as) a procurar la erradicación de condiciones que provoquen discriminación. Asimismo ha incorporado el uso de la mascarilla en Braille y para los comicios de 2006 se utilizó por primera vez la mampara especial diseñada para ciudadanos y ciudadanas usuarios de sillas de ruedas y personas de baja estatura para emitir su sufragio.
· El IFE para las elecciones de los años 2006 y 2009 elaboró materiales didácticos en los cuales se considera de manera transversal la importancia de los derechos humanos, la no discriminación y la igualdad de oportunidades. Dicho material estuvo dirigido a supervisores electorales y capacitadores-asistentes electorales, ciudadanos sorteados, funcionarios de casilla y observadores electorales, mediante los cuales se les instruía sobre la importancia de las facilidades que deben otorgarse a las personas con discapacidad para que emitan su voto.
· En el año 2010 el IFE y el Observatorio ciudadano por la discapacidad en México organizaron el seminario titulado “Implementación del artículo 29 de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad: participación en la vida política y pública”.
· El 1º de octubre de 2010 los partidos políticos con registro ante el IFE establecieron el Acuerdo Nacional por los Derechos Políticos de las Personas con Discapacidad mediante el cual se comprometen a favorecer la inclusión en la vida política de este sector de la población. Asimismo, existe también una iniciativa de reforma al Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales que propone que los partidos políticos adopten medida para que exista un número de hombres y mujeres con discapacidad cada vez mayor en los espacios de toma de decisión.
· Algunos partidos políticos han incorporado en sus estatutos la promoción de la participación de personas con discapacidad como delegados y delegadas nacionales.

· El Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación (TRIFE) inició en 2011 el Programa Institucional de Accesibilidad para Personas con Discapacidad, a fin de fomentar y proteger los derechos humanos de las personas con discapacidad en lo que concierne a su derecho de acceso a la justicia electoral y al ejercicio de sus derechos político-electorales.

· Durante este año el IFE y el TRIFE ha subtitulado los materiales audiovisuales  de difusión  y campañas institucionales transmitidos en televisión de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 20, base VI, del Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal 2011.
· El IFE diseñó el modelo de Educación para la Participación Democrática (MEPD), que busca promover un proceso educativo centrado en las personas como sujetos de derechos, donde la meta es el fortalecimiento de la conciencia autónoma y el ejercicio responsable de los derechos y las libertades. Se impulsó el desarrollo de las competencias cívicas a través de un taller que plantea la ruta de profundización de la vivencia y conocimiento de grupos en los siguientes aspectos:
· El reconocimiento de sí mismos como ciudadanos y ciudadanas.

· El reconocimiento de la responsabilidad que tiene el Estado para garantizar el cumplimiento de los derechos de las y los ciudadanos.

· El entendimiento del carácter democrático que debe prevalecer en la relación entre el gobierno y la ciudadanía.

· La comprensión de la importancia que tiene la participación ciudadana para el bienestar personal y colectivo, en el ámbito político cultural y en el desarrollo local.

· Desde 2001 se tiene conocimiento de personas con discapacidad en cargos directivos dentro del gobierno federal. La existencia de funcionarias y funcionarios con discapacidad al más alto nivel en la Oficina de la Presidencia, permitió que el país promoviera la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad ante el Sistema de Naciones Unidas.

No obstante, es necesario incrementar y ajustar los procedimientos de capacitación de quienes participarán como funcionarios y funcionarias de casillas en las contiendas electorales para lo cual, es necesario promover reformas al Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales y sus equivalentes en las entidades federativas del país, así como mejorar el diseño y funcionamiento de las casillas electorales que permitan un acceso cómodo y seguro a las personas con discapacidad. También es necesario elevar la participación de las personas con discapacidad en cargos públicos. A este respecto, el PRONADDIS propone impulsar acciones en el poder legislativo y órganos electorales tales como reformar el Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales y sus equivalentes en los estados, con el propósito de que los partidos políticos ajusten un porcentaje determinado de candidatas y candidatos con discapacidad en los diferentes comicios electorales en los tres órdenes de gobierno, promuevan que las plataformas electorales de los partidos políticos incluyan la participación política de personas con discapacidad y sensibilicen a todos los sectores de la población sobre el derecho que tienen las personas con discapacidad de ser elegidas en igualdad de condiciones.

3. ¿Qué medidas ha tomado su Gobierno y qué mecanismos existen para:

a) Garantizar la consulta estrecha y activa con las personas con discapacidad y sus organizaciones representativas en la toma de decisiones, incluidos los relacionados con el desarrollo de la legislación y la política?
La Ley General para la Inclusión de las Personas con Discapacidad, publicada en mayo pasado, mandata la creación del Consejo Nacional para el Desarrollo y la inclusión de las Personas con Discapacidad y el establecimiento de una Asamblea Consultiva, la cual es un órgano de asesoría y consulta del mencionado Consejo Nacional, de participación ciudadana, conformación plural y carácter honorífico, que tendrá por objeto analizar y proponer programas y acciones que inciden en el cumplimiento del Programa Nacional para el Desarrollo y la Inclusión de las Personas con Discapacidad.

Entre sus atribuciones se encuentran: 

I. Atender las consultas y formular las opiniones que les sean solicitadas por la Juta de Gobierno o por el Director General del Consejo;

II. Emitir opiniones y formular propuestas sobre la aplicación y orientación de la política pública para el desarrollo y la inclusión de las personas con discapacidad;
III. Impulsar la participación ciudadana y de las organizaciones de y para personas con discapacidad en el seguimiento, operación y evaluación del Programa;

IV. Apoyar al Consejo en la promoción y cumplimiento del Programa;

V. Proponer al Consejo los temas que por su importancia ameriten ser sometidos a consulta pública;
La Asamblea Consultiva estará integrada por:

I. Un representante electo por las organizaciones de y para personas con discapacidad, de cada una de las Entidades Federativas;
II. Cinco personas entre expertos, académicos o investigadores electos por convocatoria pública realizada en los términos previstos en el Estatuto Orgánico, y
III. Cinco representantes de organizaciones nacionales de y para personas con discapacidad, electos por un comité que tomará en consideración las diferentes discapacidades y el género que estará integrado por el Director General del Consejo, los Presidentes de las Comisiones de Atención a Grupos Vulnerables de ambas Cámaras del Congreso de la Unión y el Presidente de la Comisión Nacional de Derechos Humanos.
Es a través de la Asamblea Consultiva y su representación nacional como las organizaciones de y para personas con discapacidad participan en el desarrollo de legislación y políticas públicas.

b) Promover la participación en las organizaciones no gubernamentales y asociaciones relacionadas con la vida pública y política.
La Comisión de Política Gubernamental en Materia de Derechos Humanos fue creada con la finalidad de coordinar las posiciones de las diferentes dependencias de la Administración Pública Federal para da cumplimiento, en tiempo y forma, a los compromisos ante el exterior en materia de derechos humanos.

Una tarea esencial de esta Comisión fue el establecimiento y fortalecimiento de mecanismos de cooperación con la sociedad civil para continuar con el diseño de políticas públicas. Para tal efecto, se creó un mecanismo de diálogo entre la Comisión Intersecretarial y las organizaciones de la sociedad civil de derechos humanos mediante el cual dichas organizaciones  pudieran contribuir de manera efectiva en el diseño y ejecución de la política exterior de México en materia de derechos humanos, a  efecto de que dichas políticas incidieran en la protección nacional de tales derechos. La estructura del mecanismo se hizo en dos niveles, el de la Secretaría Técnica y el de las mesas de trabajo temáticas. Las mesas de trabajo, de participación mixta y abierta, buscaron lograr consenso entre las organizaciones y la Comisión Intersecretarial sobre los temas de la agenda internacional de derechos humanos. La participación de las organizaciones en las mesas respondió al principio de la auto adscripción, designando un representante en la Secretaría Técnica, por el plazo que decidera la propia mesa, estableciendo su propia agenda de trabajo y calendario. 
Posteriormente, como parte de la Subcomisión de Derechos de Grupos en Situación de Vulnerabilidad, se estableció el Grupo de Trabajo por los Derechos de las Personas con Discapacidad.

La Ley Federal de Fomento a las Actividades Realizadas por Organizaciones de la Sociedad Civil reconoce como de interés público las actividades que realiza la sociedad civil en ámbitos tan diversos como la salud, el medio ambiente, la promoción de los derechos humanos, la educación, la equidad de género, entre muchos otros. Establece una serie de derechos y precisa una serie de obligaciones, como son el abstenerse de realizar proselitismo político, electoral o religioso, el no perseguir fines de lucro y el cumplir con los estándares de transparencia y rendición de cuentas respecto a sus actividades y al uso que hacen de los apoyos y estímulos públicos que reciban.

La Ley confiere asimismo una serie de atribuciones a las dependencias y entidades de la Administración Pública Federal, sin excepción alguna, para el fomento de las actividades de las organizaciones de la sociedad civil. De esta forma, concibe dicho fomento como una tarea que debe ser transversal al gobierno, y no una función aislada de una institución en particular.

La Ley también establece el Registro Federal de las Organizaciones de la Sociedad Civil, instrumento esencial no sólo en términos de rendición de cuentas y transparencia sino por su valor para contar con información certera sobre las actividades realizadas por las organizaciones de la sociedad civil que ayuda a una mejor coordinación y al diseño de políticas públicas informadas.

c) Promover organizaciones de personas con discapacidad a nivel internacional, nacional, regional y local?

La Ley General para la Inclusión de las Personas con Discapacidad mandata el establecimiento del Sistema Nacional para el Desarrollo y la Inclusión de las Personas con Discapacidad del cual forman parte las dependencias y entidades el Gobierno Federal, los Gobiernos de las Entidades Federativas y los Municipios, en el ámbito de sus respectivas competencias, así como las personas físicas o morales de los sectores social y privado que presten servicios a las personas con discapacidad.

Algunos de los objetivos del Sistema son:

I. Difundir los derechos de las personas con discapacidad; 

II. Promover convenios de colaboración y coordinación entre las instancias públicas y privadas nacionales e internacionales para el cumplimiento de la presente Ley;

III. Fortalecer los mecanismos de corresponsabilidad, solidaridad y subsidiariedad a favor de las personas con discapacidad;

IV. Promover entre los Poderes de la Unión y la sociedad civil acciones dirigidas a mejorar la condición social de la población con discapacidad;

4. ¿Qué participación tienen las personas con discapacidad y sus organizaciones representativas en el seguimiento del cumplimiento de la Convención?  
De acuerdo con la nueva Ley General para la Inclusión de las Personas con Discapacidad, la Asamblea Consultiva del Consejo Nacional para el Desarrollo y la inclusión de las Personas con Discapacidad puede apoyar al Consejo en el seguimiento de la implementación de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad. 

El Plan de Trabajo 2011 del Grupo de Trabajo sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad de la Comisión de Política Gubernamental en Materia de Derechos Humanos contempla el seguimiento de los compromisos asumidos por el gobierno de México en el informe inicial de México en torno a la aplicación de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad. 

5. ¿Recopila su gobierno estadísticas en relación con la participación de las personas con discapacidad  en la vida pública y política?
No.
6. ¿Está su gobierno involucrado en programas de cooperación internacional relacionados con la promoción de los derechos políticos de las personas con discapacidad? Por favor, describa cómo se asegura que estos programas sean inclusivos y accesibles a las personas con discapacidad.

A la fecha del envío de este cuestionario, si bien existen distintos programas de cooperación internacional relacionados con la promoción de los derechos de las personas con discapacidad, no se cuenta con algún programa específico en materia de los derechos políticos de las personas con discapacidad.
* * *
